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En esta ponencia se pretende profundizar en los principales obstáculos que limitan la participación ciudadana en ámbitos locales y que contribuyen al establecimiento de estrategias poco eficaces para incrementar los niveles participativos y regenerar así la calidad democrática.
Uno de los principales límites a la promoción de la participación ciudadana surge cuando las autoridades públicas no disponen de canales efectivos para informar a los ciudadanos y a los grupos implicados en el proceso participativo de las decisiones tomadas al final del proceso, y de las razones que han conformado estas últimas disposiciones.

1. El porqué de la participación.

La participación ciudadana puede contener diferentes significaciones, por lo tanto, es indispensable realizar algunas clarificaciones. Éstas son esenciales para identificar los múltiples objetivos a los que puede dirigirse un proceso participativo y, al mismo tiempo, para diseñar los mecanismos y evaluar los resultados en función de estos objetivos. La clasificación de los objetivos de la participación puede realizarse en función de dos criterios, siguiendo a Brugué, Font y Gomá (2005): El papel otorgado a la ciudadanía y los resultados que los gobernantes esperan obtener de la participación.

Respecto la primera clasificación, en la literatura especializada abunda lo que se conoce como las escaleras de la participación (Arnstein, 1971). En cada travesaño de estas escaleras se sitúan los diversos mecanismos de participación en función del papel que otorga a los ciudadanos y a sus organizaciones. Así, en la parte más baja de la escalera se sitúan aquellos instrumentos participativos que pretenden únicamente ofrecer información, a menudo con intenciones manipuladoras, a un ciudadano eminentemente pasivo; en la parte media aparecerían las formas participativas que quieren dar voz a los ciudadanos y sus asociaciones, aunque sólo sea para saber qué opinan; y, finalmente, en la parte alta de esta escalera metafórica, aparece la participación más potente, es decir, aquella que permite trasladar el poder y, por lo tanto, la capacidad para tomar decisiones a la sociedad civil. 

-La información: es habitual confundir participación con dar información, sin embargo, ésta es solo el primer nivel o requisito previo, dado que disponer de información es imprescindible para que pueda existir participación pero no es suficiente. La información circula en dos sentidos, ascendente, desde los ciudadanos hacia la autoridad y descendente, desde los responsables públicos hacia los ciudadanos. 

Este nivel de participación proporciona a los ciudadanos oportunidades para estar mejor informados y aumentar su comprensión de las políticas y las prioridades. A su vez, las medidas puestas en práctica por la administración en tal sentido aumentan la legitimidad y generan hábitos participativos (Del Pino y Colino, 2003). Pero para ello es necesario que exista una condición previa a cualquier compromiso ciudadano y es la transparencia de la información. En este caso, lo importante no es la cantidad de información, sino la calidad, los ciudadanos se quejan de que reciben poca información relevante para sus intereses. Lo relevante es poder segmentar el tipo de información en función del grupo y sus necesidades y presentar el tipo de información que les pueda interesar más. Para ello es necesario consultar a la ciudadanía sobre la información que precisan y cómo la desean recibir.

La población puede tener acceso a la información antes o después de ser tomadas las decisiones. Si son informados antes, tienen la posibilidad de objetarla; si lo son después, los interesados podrán tan sólo reaccionar favorable o desfavorablemente. La información implica también formación, en el sentido de hacerla accesible y comprensible por sus destinatarios y que de esta forma puedan disponer de argumentos.

          - La consulta va más allá de la simple provisión de información pues implica la población no sólo conoce propuestas y decisiones, sino que tiene opciones de expresar opiniones, sugerencias y alternativas.

           En este ámbito de participación las autoridades locales deciden mejorar sus decisiones teniendo en cuenta la opinión de determinados grupos o individuos afectados o del público en general. Esta puede ser legalmente preceptiva mediante procedimientos administrativos regulados o de forma discrecional o voluntaria. Requiere que los temas planteados se encuentren en proceso de diseño o bien puedan ser potencialmente modificados, lo que implica una clara voluntad política en incorporar dichas opiniones y la capacidad institucional y normativa para introducir dichos cambios, recayendo siempre la decisión final en los órganos de gobierno de la administración local.

           La consulta cubre un abanico amplio de actividades que suponen niveles diferentes de compromiso. En algunos casos, se presenta a la ciudadanía un elenco reducido de opciones y se le pide decidir sobre las que prefiere. En otros casos, se pregunta al inicio del proceso de adopción de decisiones, y  se le da la oportunidad de decidir jugando un papel relevante en el proceso consultivo.

           Mediante la consulta se trata de recoger opiniones que dependiendo de la voluntad política serán o no tenidas en cuenta , pero que deben contribuir a esclarecer la decisión. La calidad de los datos obtenidos en la consulta dependen en gran parte de la información que disponga el ciudadano para emitir su juicio u opinión acerca del tema sobre el que ha sido consultado ( Brugué, Font y Gomá, 2005).

          - La codecisión supone el tercer grado de la escala de participación, implica la intervención ciudadana o de sus representantes en el proceso de  elaboración de las decisiones mediante estructuras establecidas, territoriales o sectoriales. Los participantes, mediante acciones directas o a través de organizaciones, hacen efectivo su poder y capacidad de escoger una o varias opciones en función de sus propios intereses o necesidades. Este nivel de participación tiende hacia formas de concertación, control de la administración, cogestión y autogestión ciudadana, al darse una participación directa en la gestión de políticas y/o en el diseño de las  mismas.

         Respecto al control, supone que los interesados velan por la ejecución de las decisiones tomadas, a través de diferentes instrumentos (jurídicos, financieros, técnicos) y siempre en condiciones objetivas que lo permitan (libertad de expresión y crítica, mecanismos de fiscalización y sanciones).

         La concertación considera a los ciudadanos como expertos e interesados e implica la intervención permanente de éstos en estructuras sectoriales o territoriales de individuos o representantes de asociaciones en los procedimientos administrativos en la formulación de políticas públicas. La gestión compartida o autogestión supondría el más alto grado de participación, pues los agentes participantes poseen las competencias y los recursos para el manejo de las esferas de la vida colectiva.

         Este nivel exige cierta cualificación  técnica  de la población y las organizaciones, interés y motivación en ser gestores de lo colectivo y un ambiente institucional propicio, y sería un proceso que comprendería la definición y el análisis de las cuestiones a tratar, la proposición de soluciones y la iniciativa normativa, la deliberación y la adopción de decisiones, el seguimiento y la evaluación de medidas aplicadas (Consejo de Europa, 2001).

Sería en este nivel en el que se desarrollaría una participación auténtica caracterizada, por un estilo de interacción colaborativo y de confianza, con un proceso administrativo visible, abierto y dinámico, en el que la implicación ciudadana es buscada incluso antes de que la agenda haya sido establecida, el ciudadano es considerado un socio y no como un participante desigual, y la decisión surge como resultado de la discusión, con igual oportunidad para todos de entrar en la discusión e influir en el resultado.
 En la situación actual, parece que se encuentra superada la concepción pasiva del ciudadano y se reconoce la necesidad de que los ciudadanos continúen escalando niveles participativos más allá del derecho de ser informados; no obstante, el debate actual se centra en si debemos quedarnos en la parte intermedia o subir hasta la parte más alta de la escalera. Aquellos que defienden la posición intermedia (el derecho a ser escuchado), combinan la aceptación de una ciudadanía más activa y con voz con la reafirmación de los principios de la democracia representativa, mientras que aquellos que quieren seguir escalando, defienden la oportunidad de lograr una democracia participativa donde sea el propio ciudadano el que tenga el poder para tomar decisiones. 

En su estudio sobre las políticas públicas de participación ciudadana en España, Navarro (2002) confirma que las experiencias de participación suelen limitarse a los ámbitos de información y consulta, que reducen la incertidumbre de las decisiones políticas. En general,  las experiencias de participación han tendido a favorecer el desarrollo de procedimientos que facilitan la canalización de la demanda política, sin que se garantice la participación efectiva en la toma de decisiones. Para los responsables de la participación, la consulta constituye un modo de conocer la opinión de los ciudadanos, pero en la mayoría de prácticas participativas la consulta no implica un compromiso en alcanzar decisiones. Además los temas planteados en los mecanismos de consulta no suelen estar sujetos a modificaciones, la opinión de los ciudadanos está bajo el control de los organizadores que seleccionan los participantes, los temas y la forma en que deben ser discutidos y el resultado analizado (Navarro, 2002). La idea de que los ciudadanos no son más que un grupo de presión que no debe sustituir en la toma de decisiones a las personas que han sido elegidas por el pueblo, es utilizada para justificar que no se consideren otros niveles de participación más allá de la  consulta. 

Ante esta tesitura Fernando Pindado (2000), considera que no podríamos hablar de participación al no existir posibilidad de intervenir en la elaboración y ejecución de un determinado programa, estaríamos hablando de colaboración, ya que lo que hacen los ciudadanos es apoyar una determinada iniciativa pública. En los diferentes mecanismos de consulta instaurados se pueden conseguir cotas de decisión importantes, pero previamente el gobierno local habrá establecido los límites de esa participación. En la mayoría de ocasiones, los ciudadanos son meros invitados a la participación, por lo que el poder de decisión no es en ningún momento compartido con éstos, no sale de las autoridades (Ganuza y Francés García, 2006).

Respecto a la clasificación de la participación en función de aquello que obtienen los gobernantes, podemos distinguir entre dos objetivos tradicionales (legitimidad y mejora de las decisiones), y dos objetivos de nueva generación (disponer de colaboradores y generar capital social). 

La legitimidad de una decisión depende del grado de aceptación que genera entre los ciudadanos y, por lo tanto, parece claro que si éstos han sido informados y consultados la legitimidad se verá reforzada. De forma parecida, sobre todo cuando abordamos asuntos complejos, parece claro que las decisiones que se han tomado a partir de escuchar múltiples voces y opiniones tendrán mayores posibilidades de éxito. No sólo porque habrán incorporado más perspectivas, sino porque el propio consenso rebajará las resistencias y mejorara las oportunidades de éxito de la decisión tomada (Brugué y Gallego, 2001).

Por otro lado, los decisores se benefician de recibir información de las posiciones de los diferentes grupos sociales, a través del contacto habitual con los ciudadanos conocen que medidas serían impopulares y difícilmente aplicables. Un político bien fundamentado en preferencias ciudadanas tendrá menos costes al implicar sus políticas porque conseguirá una mayor cooperación de los ciudadanos.

 Las experiencias más recientes de participación ciudadana parecen justificarse a partir de dos aportaciones adicionales. En primer lugar, algunos responsables municipales nos hablan de un proceso de maduración democrática en el cuál la intervención de los ciudadanos habría evolucionado desde la queja y la reivindicación hasta la colaboración. La nueva relación colaboradora entre la administración y la sociedad civil,  abre las puertas a una mayor implicación de los ciudadanos en la distribución de servicios municipales. 

En segundo lugar, aunque los argumentos se puedan remontar a la Grecia clásica, algunos justifican la participación ciudadana por su capacidad para educar y concienciar a la ciudadanía. Disponer de esta ciudadanía, además, no únicamente mejora el funcionamiento de los instrumentos participativos sino del conjunto de la comunidad. Es decir, la participación puede tener como objetivo directo escuchar a los ciudadanos, aunque indirectamente sirve para algo quizá más importante, generar el capital social que garantizará el buen funcionamiento de nuestra sociedad. Desde que Putman (1993) popularizara el concepto de capital social como un conjunto de características intangibles de una comunidad (densidad asociativa, niveles de confianza, etc.) útiles para explicar sus rendimientos institucionales, económicos y sociales, el gran interrogante ha sido como fomentarlo. No hay respuestas claras, aunque parece que favorecer la participación ciudadana puede ser un factor clave. En definitiva, la participación sirve a los gobernantes en la medida que favorece la creación de la materia prima adecuada para el desarrollo de sus comunidades. Esta materia prima, este capital social se refiere una ciudadanía que adquiere madurez democrática y dinamismo socioeconómico a través de la propia participación en los asuntos colectivos, puede servir para la generación de capital social y, por tanto, como contrapeso a ciertas tendencias anti-cívicas o al excesivo individualismo, a través de la generación y potenciación de la idea de comunidad.

Por tanto, la participación al margen de poder servir para facilitar la prestación de determinados servicios o para legitimar determinadas decisiones, también puede promocionar determinadas conductas y actitudes ciudadanas. Existe, una relación entre los objetivos de la participación que se definen en función del rol asignado a los ciudadanos y aquellos que se identifican por lo que obtienen los gobernantes. Así, el derecho a ser informado y a ser consultado están muy relacionados con la legitimidad y la mejora de las decisiones públicas, mientras que el derecho a tomar parte se puede relacionar -según donde pongamos el acento- con el fomento de actitudes colaboradoras o la promoción del capital social.

          Participación para algunos es el mero intercambio de información, ascendente o descendente, o cualquier consulta de los ciudadanos; para otros no se puede hablar de tal sin la concertación y diálogo, o la co-gestión o coproducción de los servicios; para otros, por último, las iniciativas de participación son simple política de imagen y legitimación de la acción política, pero sólo hablaremos de auténtica participación,  en términos de King (1998), si los ciudadanos comparten un poder delegado para adoptar decisiones colectivas que les afectan. 

2. El quién de la participación.

Los sujetos de la participación ciudadana han experimentado en las últimas dos décadas un proceso de activación de sus relaciones individuales con el gobierno y la administración ( Gyford, 1991).Tal como nos sugiere Walsh (1995), partimos de una situación en la que el ciudadano se concibe en tanto que miembro de un estado, lo cual condiciona su pasividad e impulsa un modelo elitista y representativo de democracia., sin embargo, la situación actual se caracterizaría por la aparición de unos ciudadanos más activos, menos sumisos y más exigentes en las relaciones con las instancias político-administrativas.

 
Este nuevo activismo ha sido explicado a partir de la aparición de una ciudadanía culturalmente más preparada y sofisticada (Inglehart, 1991), de las ansias por encontrar vías alternativas de expresión participativa por el creciente descontento de los ciudadanos respecto a unas instituciones que no han sido capaces de mantener las condiciones del pacto de bienestar (Kaasen y Newton, 1995), a través de las oportunidades que ofrecen las nuevas tecnologías, o como resultado de las exigencias de unos procesos decisionales cada vez más complejos (Subirats, 1998). 

Si bien el nuevo activismo del individuo se encuentra patente, surge un debate en la actualidad en torno al quién de la participación, que enfrenta  a dos grandes alternativas: aquella que define al individuo como poseedor de derechos individuales y aquella que lo observa en tanto que miembro de una comunidad (y fomenta una democracia participativa) ( Brugué, Font y Gomá, 2005).

La llegada del municipio relacional
 a nuestras sociedades implica una administración que tiene más en cuenta al ciudadano, pero si el aumento de la receptividad de los ayuntamientos se plantea como un fin no como un medio, puede considerarse que el papel del político es la mera agregación de preferencias, y hacer perder de vista el objetivo de la búsqueda del interés general que legitima toda intervención pública (Echevarria y Mendoza, 1999). 

Desde esta perspectiva el ciudadano puede ser definido y llamado a participar como sujeto individual, poseedor de derechos también individuales, que se relaciona con la administración publica de igual manera que lo hace con las empresas del mercado, asimilando los derechos de la ciudadanía a los del individuo como consumidor. Así el cliente sustituye al ciudadano, concebido  como miembro de una comunidad capaz de participar en la definición de objetivos políticos. 

Como afirma S.Richards (1994), considerar al sujeto preceptor (administrado) como ciudadano es radicalmente distinto a su concepción como cliente, en tanto que en el primer caso se reconoce la existencia de un interés colectivo  no equiparable a la suma de intereses individuales.  Cuando el que participa es considerado ciudadano, no se trata sólo de un sujeto individual, sino un individuo capaz de integrarse en grupos sociales constituidos generalmente para defender los derechos de sus miembros frente a 

la administración.

En España, la categoría de administrados súbditos (objetos) propia de una administración burocrática, ha dejado paso durante la década de los noventa a la categoría de usuarios-consumidores (individuales) que se posicionan como clientes en un marco de relaciones crecientemente mercantilizadas en la esfera de la vida cotidiana, estimándose como la principal preocupación el conocer y el controlar la percepción de los usuarios-clientes sobre su grado de satisfacción respecto de la calidad del servicio. Basadas en el concepto de satisfacción del cliente y satisfacción del trabajador, se pretende la adaptación de los servicios a las expectativas de unos y de otros, pero no determina la superación de la distancia entre los diferentes agentes y sus posiciones de poder . El ciudadano como cliente dentro de esta perspectiva es alguien que exige, pero no coopera ni reflexiona (Alguacil, 2005). 

En el estudio realizado por Elena Gadea en el área metropolitana de Valencia (2005), en el discurso de los concejales y técnicos entrevistados, los ciudadanos son considerados, mayoritariamente, como receptores o destinatarios de los servicios públicos. Se trata, por tanto, de usuarios, consumidores o clientes que deben participar en la gestión pública porque es importante oír lo que quieren los ciudadanos. 

Lo que sucede es que se obvia la posibilidad de un municipio relacional en su versión más participativa. Así los derechos de los ciudadanos ceden protagonismo frente a los derechos de los consumidores. Estos pueden decidir sobre opciones culturales, elegir un producto u otro, exigir más calidad, pero no tienen opción a definir, descubrir sus necesidades; y construir, diseñar la forma de satisfacerlas. La cuestión clave entonces para desarrollar la ciudadanía es que los ciudadanos puedan ir más allá de elegir entre alternativas, es que puedan alterar,  que tengan oportunidades para construir decisiones.

La ambición del modelo participativo ha de consistir  en que el cliente-usuario acceda a la dignidad del ciudadano, el cual no es beneficiario pasivo de las prestaciones públicas sino que desempeña un papel activo en la definición de los contenidos y la aplicación de los servicios públicos. En la realidad los gestores públicos se encuentran con el dilema de conciliar las lógicas mercantiles (optimización por disminución de costes y aplicación de instrumentos de comprobación de la legitimidad de las prestaciones dadas) y las cívicas (lógica ciudadana basada en la deliberación y coproducción de normas).

Por otro lado, esta activación colectiva, la posibilidad el engrandecimiento del cliente como ciudadano reclama del buen funcionamiento de los mecanismos de agregación y representación de los intereses colectivos. Sin embargo, la profunda crisis de los partidos políticos, o el desconcierto de algunos de los movimientos asociativos más tradicionales ponen en entredicho el adecuado funcionamiento de estos mecanismos. 
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� El municipio relacional pone su acento en la participación, en la ética de la gestión pública, y en consecuencia en la repolitización de los gobiernos locales, acrecentando su capacidad emprendedora, motivando y liderando constelaciones de redes organizativas, sobre la base de los principios de corresponsabilidad reciprocidad e integración (Alguacil, 2005).





